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PODER LEGISLATIVO

CONGRESO DE LA REPUBLICA

ley nº 31120

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO

LA COMISIÓN PERMANENTE DEL 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

ley QUe ReGUlA lA CUenTA DOCUMenTO 

nACIOnAl De IDenTIDAD (CUenTA-DnI)

Artículo 1. Objeto
El objeto de la presente ley es establecer el marco 

regulatorio de la Cuenta Documento Nacional de Identidad 
(Cuenta-DNI), en atención a los objetivos prioritarios 
y lineamientos de la Política Nacional de Inclusión 
Financiera.

Artículo 2. Alcance 
La presente ley comprende a toda persona nacida en 

el país o naturalizada, que posea el documento nacional 
de identidad (DNI) y cuente con capacidad de ejercicio 
de sus derechos civiles de acuerdo con la Constitución 
Política del Perú y el Código Civil.

Artículo 3. Cuenta-DNI

3.1 La Cuenta-DNI es una cuenta de ahorro que se 
abre en el Banco de la Nación (BN), el cual se 
encarga de su administración. Es utilizada para 
el pago, devolución o transferencia de cualquier 
beneficio, subsidio, prestación económica o 
aporte que el Estado otorgue o libere para 
el titular, así como para otras operaciones 
que fomenten el acceso y uso de servicios 
financieros por parte de la población.

3.2  La Cuenta-DNI se abre de forma automática 
y obligatoria, está vinculada al documento 
nacional de identidad y opera en un entorno 
digital. La Cuenta-DNI constituye una cuenta 
básica, conforme a las regulaciones vigentes.

3.3  Los procedimientos operativos, los términos 
o condiciones de la Cuenta-DNI, así como 
las características de su vinculación con el 
DNI, se establecen en el reglamento de la 
presente ley, con arreglo a las normas dictadas 
por la Superintendencia de Banca, Seguros 
y Administradoras Privadas de Fondos de 
Pensiones (SBS).

Artículo 4. Validación de identidad

4.1 Para la validación de la identidad del titular 
de la Cuenta-DNI, el BN utiliza la Plataforma 
Nacional de Autenticación de la Identidad 
Digital (ID-Perú) o los Servicios de Verificación 
de la Identidad de Datos y Biométricos (dactilar 
o facial) que brinda el Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil (Reniec).

4.2 Para abrir la Cuenta-DNI, el Reniec remite al 
BN los datos personales del titular de la cuenta, 
necesarios para su identificación: nombres 
y apellidos completos, número del DNI y 
dirección, en el marco de lo dispuesto en el 
inciso 9 del artículo 14 de la Ley 29733, Ley de 
Protección de Datos Personales.

 El reglamento de la presente ley determina la 
forma de registro del número de teléfono móvil 

cuya titularidad es validada por el BN con el 
Organismo Supervisor de Inversión Privada 
en Telecomunicaciones (Osiptel); así como de 
la dirección electrónica del titular, hasta que se 
disponga el domicilio digital a que se refiere el 
Decreto Legislativo 1412, Decreto Legislativo 
que Aprueba la Ley de Gobierno Digital.

4.3 El reglamento de la presente ley establece 
los procedimientos adicionales que sean 
necesarios para compartir datos personales 
para la validación de identidad del titular de la 
Cuenta-DNI, los cuales son preferentemente 
no presenciales. Tales procedimientos guardan 
estricta conformidad con las disposiciones 
de la Ley 29733, Ley de Protección de Datos 
Personales.

Artículo 5. Facultades del Banco de la Nación (BN)

5.1 El BN está facultado para la apertura de la 
Cuenta-DNI sin necesidad de la celebración 
previa de un contrato ni aceptación por parte 
del titular de la cuenta.

 El titular de la cuenta expresa su conformidad 
con la activación de la Cuenta-DNI, luego de la 
cual el BN le remite el respectivo contrato por 
medios digitales.

5.2 El BN está facultado a cerrar la Cuenta-
DNI en caso detecte o disponga de indicios 
que la misma está siendo utilizada para 
eventos de fraude, corrupción o cualquier 
otra actividad ilegal. De igual forma, el BN 
aplica las normas prudenciales, de gestión de 
conducta de mercado, prevención de lavado 
de activos y financiamiento del terrorismo, 
según la normativa sobre la materia que resulte 
aplicable.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

Primera. Normas reglamentarias
El Poder Ejecutivo emite el reglamento de la presente 

ley en un plazo no mayor de 60 días luego de publicada. 
Para tal efecto, el Ministerio de Economía y Finanzas, 
como ente rector en la materia, coordina con todas las 
entidades involucradas considerando las competencias 
que la ley les asigna.

La Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones, en el 
marco de su competencia, emite en el plazo no mayor 
de 90 días de publicada la presente ley, las normas que 
resulten pertinentes sobre materia prudencial, contable, 
gestión de conducta de mercado y las referidas a 
prevención de lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo.

El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, 
en el marco de su competencia, emite en un plazo no 
mayor de 90 días de publicada la presente ley, las normas 
que resulten pertinentes en materia de identidad digital, 
credenciales de autenticación de la identidad digital y los 
mecanismos del proceso de autenticación de la identidad 
digital.

Segunda. Financiamiento
La implementación de la Cuenta-DNI se realiza 

con cargo al presupuesto institucional de las entidades 
responsables y su apertura se realiza sin costos para el 
titular de la Cuenta-DNI.

Tercera. Implementación
El BN implementa la Cuenta-DNI en un plazo no mayor 

de ciento ochenta días calendario luego de publicada la 
presente ley.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA

Única. Adecuación de la Cuenta-DNI regulada en el 
Decreto de Urgencia 098-2020

Una vez implementada la presente ley, en un plazo 
de ciento ochenta días calendario, toda Cuenta-DNI que 
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el Banco de la Nación haya abierto bajo los alcances del 
Decreto de Urgencia 098-2020, Decreto de Urgencia 
que establece medidas adicionales extraordinarias para 
reducir el impacto negativo en la economía de los hogares 
afectados por las medidas de aislamiento e inmovilización 
social obligatoria a nivel nacional, se adecúa a lo dispuesto 
en la presente norma.

Comuníquese al señor Presidente de la República 
para su promulgación.

En Lima, a los veintidós días del mes de enero de dos 
mil veintiuno.

MIRTHA ESTHER VÁSQUEZ CHUQUILIN
Presidenta a. i. del Congreso de la República

MATILDE FERNÁNDEZ FLOREZ
Tercera Vicepresidenta del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los seis días 
del mes de febrero del año dos mil veintiuno.

FRANCISCO RAFAEL SAGASTI HOCHHAUSLER 
Presidente de la República 

VIOLETA BERMÚDEZ VALDIVIA 
Presidenta del Consejo de Ministros

1926089-1

PODER EJECUTIVO

DESARROLLO E INCLUSION SOCIAL

Aprueban la Directiva para la gestión 
de comunicaciones accesibles, ajustes 
razonables a los procesos de gestión interna 
y trato adecuado de las personas con 
discapacidad en el Ministerio de Desarrollo 
e Inclusión Social y Programas Nacionales 
adscritos

RESOLUCIÓN MINISTERIAL 
Nº 027-2021-MIDIS

Lima, 4 de febrero de 2021 

VISTOS:

El Informe N° D000012-2021-MIDIS-OGRH, de la 
Oficina General de Recursos Humanos, el Memorando N° 
D000092-2021-MIDIS-OGPPM, de la Oficina General de 
Planeamiento y Presupuesto y Modernización, el Informe 
N° D000040-2021-MIDIS-OGAJ, de la Oficina General de 
Asesoría Jurídica; y, el Informe N° D000009-2021-MIDIS-
OM, de la Oficina de Modernización; y, 

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 11 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, determina 
que los Estados Partes adoptan, en virtud de las 
responsabilidades que les corresponden con arreglo 
al derecho internacional, y en concreto el derecho 
internacional humanitario y el derecho internacional de los 
derechos humanos, todas las medidas necesarias para 
garantizar la seguridad y la protección de las personas 

con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas las 
emergencias humanitarias; nuestro país al suscribir y 
ratificar la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, asume la obligación de armonizar su 
legislación nacional conforme a las prerrogativas de la 
citada Convención;

Que, el artículo 7 de la Constitución Política prescribe 
que las personas con discapacidad tienen derecho al 
respeto de su dignidad y a un régimen legal de protección, 
atención, readaptación y seguridad; por ende, corresponde 
al Estado garantizar su cumplimiento, promoviendo las 
condiciones necesarias para su inclusión libre desarrollo y 
bienestar en la sociedad, en espacios públicos o privados; 
en ese sentido, las personas con discapacidad deben ser 
sujetos de protección y atención, sin discriminación por 
cualquier motivo;

Que, mediante la Ley N° 29792, se crea el Ministerio de 
Desarrollo e Inclusión Social, determinándose su ámbito, 
competencias, funciones y estructura orgánica básica; 
asimismo es el organismo rector de las políticas nacionales 
de su responsabilidad, ejerciendo competencia exclusiva y 
excluyente, respecto de otros niveles de gobierno, en todo 
el territorio nacional, para formular, planear, dirigir, coordinar, 
ejecutar, supervisar y evaluar las políticas nacionales y 
sectoriales en materias de desarrollo e inclusión social, 
encaminadas a reducir la pobreza, las desigualdades, las 
vulnerabilidades y los riesgos sociales, en aquellas brechas 
que no pueden ser cerradas por la política social universal, 
regular, de competencia sectorial;

Que, a través de la Ley N° 29973, Ley General de la 
Persona con Discapacidad, se establece el marco legal para 
la promoción, protección y realización, en condiciones de 
igualdad, de los derechos de la persona con discapacidad, 
a fin de promover su desarrollo e inclusión plena y efectiva 
en la vida política, económica, social, cultural y tecnológica; 
por lo que las políticas, normativa o disposiciones que al 
respecto expidan las entidades del Estado, deberán ser 
concordantes con la ley citada y conforme a los principios 
rectores en ella establecidos;

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1468 se 
establecen disposiciones para la prevención y protección 
de las personas con discapacidad ante la Emergencia 
Sanitaria ocasionada por el Covid-19, a través de 
medidas específicas en materias de salud, autonomía y 
vida independiente, educación, trabajo, accesibilidad a 
la información y comunicaciones, seguridad, protección 
y acceso a suministros humanitarios; con la finalidad de 
definir criterios de adecuación o precisión para que la 
provisión de servicios por parte de las entidades públicas 
o privadas, se ofrezca a las personas con discapacidad en 
igualdad de condiciones que las demás;

Que, mediante documento de Vistos, la Oficina General 
de Recursos Humanos en el marco de sus competencias 
y funciones establecidas en los artículos 44 y 45 del Texto 
Integrado del Reglamento de Organización y Funciones 
del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, aprobado 
mediante Resolución Ministerial N° 094-2020-MIDIS, 
propone la aprobación de la “Directiva para la gestión 
de comunicaciones accesibles, ajustes razonables a 
los procesos de gestión interna y trato adecuado de las 
personas con discapacidad en el Ministerio de Desarrollo 
e Inclusión Social y Programas Nacionales adscritos”, 
a fin de establecer acciones que garanticen que la 
comunicación emitida por las unidades de organización y 
los Programas Nacionales del Ministerio de Desarrollo e 
Inclusión Social, sean accesibles, a través de los ajustes 
razonables de la gestión interna que garanticen equidad 
e igualdad de condiciones y un trato adecuado a las 
personas con discapacidad;

Que, mediante los documentos de Vistos, la Oficina 
General de Planeamiento, Presupuesto y Modernización 
y, la Oficina de Modernización, emiten opinión técnica 
favorable al proyecto de “Directiva para la gestión de 
comunicaciones accesibles, ajustes razonables a los 
procesos de gestión interna y trato adecuado de las 
personas con discapacidad en el Ministerio de Desarrollo 
e Inclusión Social y Programas Nacionales adscritos”;

Que, asimismo, a través del documento de Vistos, 
la Oficina General de Asesoría Jurídica emite opinión 


